
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CINCUENTA Y CINCO (55) ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA 

 
Bogotá, D. C., nueve (9) de junio de dos mil veintidós (2022) 
 

ACCIÓN: TUTELA  

PROCESO N°. 11001-33-42-055-2022-00205-00 

ACCIONANTE: MARTHA LILIANA CHATEZ LOSADA  

ACCIONADA: 
UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS - UARIV 

ASUNTO: SENTENCIA DE TUTELA N°. 078  

 
Procede el despacho a proferir sentencia dentro de la acción de tutela instaurada por 
la señora Martha Liliana Chatez Losada, identificada con cédula de ciudadanía N°. 
36.115.618, actuando en nombre propio, en contra de la Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Victimas - UARIV, al considerar vulnerado su derecho 
fundamental de petición. 
 
I. Objeto  
 
La accionante pretende (001EscritoTutela.pdf), lo siguiente:  
 

1. TUTELAR el derecho fundamental constitucional de petición invocado por la 
suscrita, el cual viene siendo vulnerado en las circunstancias de modo, 
tiempo y lugar que se dejaron descritas en esta acción. 
 

2. ORDENAR a LA UNIDAD DE VICTIMAS que proceda dentro del término que 
su digno despacho disponga, y que de forma respetuosa efectué respuesta 
clara, oportuna y de fondo a la petición de información solicitada el día 
22/02/2022. 
 

II. Hechos 
 
Hechos narrados por el tutelante, (001EscritoTutela.pdf):  
 

1. Soy víctima del conflicto armado, me encuentro incluida en el RUV por los 
hechos victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO Y HOMICIDIO junto a mi 
núcleo familiar. 
 
2. El día 22 de febrero de 2022 elevé derecho de petición desde mi correo 
electrónico: lilianalosada018@gmail.com dirigido a la Unidad para las Víctimas 
al correo: unidadenlinea@unidadvictimas.gov.co, mediante el cual solicité: 
 

 Solicito muy respetuosamente se me notifique resolución mediante la cual 
se resuelve de fondo solicitud de indemnización administrativa 
presentada por el hecho víctimizante de desplazamiento forzado. 
 

3.  Que en la actualidad pasado los términos de ley no se me ha brindado una 
respuesta clara, oportuna y congruente a esta solicitud, vulnerando mis derechos 
como víctimas del conflicto armado y el derecho de petición. 
 
4. Acudo a ustedes con el fin de que se me garanticen mis derechos 
fundamentales. 

mailto:lilianalosada018@gmail.com
mailto:unidadenlinea@unidadvictimas.gov.co
http://www.ramajudicial.gov.co/
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III. Actuación Procesal  
 
Mediante auto de 2 de junio de 2022 (005AutoAdminiteTutela.pdf), el despacho 
admitió la acción, y ordenó notificar, al Director General de la Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas UARIV - Doctor Ramón Alberto Rodríguez 
Andrade o quién haga sus veces. Notificación que se efectuó en la misma fecha 
(006CorreoNotificacionAutoAdmite.pdf). 
 
Respuesta accionada 
 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas - UARIV 
 
A través de correo electrónico de 6 de junio de 2022 (007CorreoRespuesta.pdf), la 
entidad remitió escrito de 3 de junio de 2022 (008RespuestaTutelaUARIV.pdf), 
señalando que la accionante se encuentra incluida en el registro único de víctimas - 
RUV por el hecho victimizante de desplazamiento forzado, por lo cual, se profirió la 
Resolución N°. 04102019-173697 de 26 de diciembre de 2019, por la cual se 
reconoció el derecho a recibir indemnización administrativa y mediante comunicación 
N°. 202272013962271 de 3 de junio de 2022, se le informó el resultado de la 
aplicación del método técnico de priorización, indicando que no es procedente fijar 
fecha exacta de cuando se entrega la indemnización. 
 
Por lo anterior, sostuvo que se configura hecho superado y se deben negar las 
pretensiones de la demanda. 
 
IV. Pruebas 
 
Accionante  
 
1-. Copia de la petición suscrita por la señora Martha Liliana Chatez Losada, ante la 
Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, y captura de 
pantalla de la generación de radicado de 25 de febrero de 2019. (002Anexo1.pdf) 
  
2-. Captura de pantalla del correo electrónico de 22 de febrero de 2022, remitiendo 
petición al correo victimaspersoneriamosquera@gmail.com, (003Anexo2.pdf) 
 
Accionada  
 
1.- Captura de pantalla de envió de la respuesta a través del oficio radicado 
202272013962271 al correo lilianalosada018@gmail.com (fl.8, 
008RespuestaTutelaUARIV.pdf) 
 
2.- Copia del memorando N°. 20226020058863 de 3 de junio de 2022, señalando las 
respuestas por correo electrónico con N°. 202272013962271, peticionario Martha 
Liliana Chatez Losada, con correo electrónico LILIANALOSADA018@GMAIL.COM 
(fl.9, 008RespuestaTutelaUARIV.pdf) 
  
3.- Copia del certificado de comunicación electrónica, con identificador N°. 
E25778325-R, remitente NotificacionesRUPD@unidadvictimas.gov.co, destino 
LILIANALOSADA018@GMAIL.COM, del 6 de junio de 2020 (fl. 10, 
008RespuestaTutelaUARIV.pdf) 
 
4.- Respuesta de 24 de agosto de 2021, enviada a la señora Martha Liliana Chatez 
Losada, con asunto priorización de la entrega de la medida indemnizatoria por 
aplicación del método técnico de priorización (fls. 11-14, 
008RespuestaTutelaUARIV.pdf) 
 

mailto:victimaspersoneriamosquera@gmail.com
mailto:LILIANALOSADA018@GMAIL.COM
mailto:NotificacionesRUPD@unidadvictimas.gov.co
mailto:LILIANALOSADA018@GMAIL.COM
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5.- Copia de la Resolución N°. 04102019-173697 de 26 de diciembre de 2019, “Por 
medio de la cual se decide sobre el reconocimiento de la medida de indemnización 
administrativa a la que hacen referencia los artículos 132 de la Ley 1448 de 2011 y 
2.2.7.3.1.y siguientes del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015”, suscrita por el 
Director Técnico de Reparación de la Unidad para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas. (fls. 15-20, 008RespuestaTutelaUARIV.pdf) 
 
6.- Copia de la respuesta dada a la señora Martha Liliana Chatez Losada, por la 
UARIV, con radicado N°. 202272013962271 del 3 de junio de 2022. (fls. 21-22, 
008RespuestaTutelaUARIV.pdf) 
 

V. CONSIDERACIONES 
5.1. Competencia 
 
De conformidad con lo establecido en los artículos 1 del Decreto 1983 de 2017 y 37 
del Decreto 2591 de 1991, y teniendo en cuenta la naturaleza jurídica de la entidad 
accionada, este despacho es competente para conocer de la acción de tutela.   
 
5.2. Problema Jurídico 
 
Estudiado el expediente, se advierte que se centra en determinar: si la Unidad para 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, está vulnerando el derecho 
fundamental de petición de la señora Martha Liliana Chatez Losada, al no dar 
respuesta a su solicitud, de 22 de febrero de 2022.   
 
5.3. Acción de Tutela 
 
Es preciso indicar que, el artículo 86 de la Constitución Política, consagró la acción 
de tutela como un mecanismo preferente y sumario para la protección inmediata de 
los derechos constitucionales fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de los 
particulares. 
 
Por su parte, el artículo 6 el Decreto 2591 de 19911, establece que este mecanismo 
sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que la acción de tutela se utilice como un instrumento transitorio en aras de evitar un 
perjuicio irremediable; circunstancia que debe probarse para acceder a la protección 
aludida. 
 
5.3.1. Procedencia  
 
El despacho reitera que la acción de tutela tiene carácter residual, vale decir, que 
procede en tanto el accionante no disponga de otros medios de defensa judicial para 
lograr la protección de sus derechos, en tal sentido, el inciso 3 del artículo 86 de la 
Constitución Política, dispone: “Esta acción solo procederá cuando el afectado no 
disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

 
A su vez, el numeral 1 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, señala que la acción 
de tutela no procederá: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa 
judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable…” 

 
Acentuando la anterior norma, la Corte Constitucional en Sentencia T-177 de 2011, 
establece: 

                                                 
1 “Por el cual se reglamenta la acción de tutela”.  
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En los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance 
del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra 
determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son 
suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los 
derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el 
amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, 
el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio 
irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los 
derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial 
protección constitucional. La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha 
indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por 
suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio 
irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere 
que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o 
menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia 
y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene 
que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. 
Negrillas fuera del texto 
 

La norma y la jurisprudencia citada, nos indica que para amparar los derechos de una 
persona por medio de la acción de tutela, es necesario que exista una amenaza real, 
que no se disponga de otro medio, y/o que se encuentre en un estado de especial 
protección por parte del Estado. 
 
5.3.2. Subsidiariedad  
 
Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia T-076 de 2009, ha señalado 
reiteradamente que la acción de tutela no procede cuando el peticionario disponga 
de otro medio para la defensa judicial de su derecho, a menos que intente la acción 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, haciendo énfasis 
en el carácter excepcional del mecanismo constitucional de protección, así: 

 
(...) la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o 
supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios 
ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se 
ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un 
pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias 
ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza, de conformidad con 
los artículos 86 de la Carta Política y 6º numeral 1º del Decreto 2591 de 1991, es 
la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera 
cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de 
existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, de manera que no puede utilizarse para remplazar los procesos 
judiciales o administrativos, pues su finalidad no es otra que brindar a las 
personas una protección efectiva, real y eficaz, para la garantía de sus derechos 
constitucionales fundamentales. En consecuencia, riñe con la idea de admitirla a 
procesos administrativos o judiciales en curso o ya terminados, en cuanto unos 
y otros tienen mecanismos judiciales ordinarios para la protección de derechos 
de naturaleza constitucional o legal, que por lo tanto la hacen improcedente. 
Negrillas fuera de texto 
 

Así pues, la Corte Constitucional, ha venido sosteniendo que la acción de tutela 
resulta improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios 
de defensa que no fueron utilizados a su debido tiempo o simplemente no han sido 
utilizados. 
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Lo planteado por la jurisprudencia tiene como objetivo fundamental la racionalización 
del ejercicio de la acción de tutela, en orden a evitar que a través de este medio 
extraordinario de protección constitucional, las personas pasen por alto los 
mecanismos ordinarios de resolución de conflictos establecidos en el ordenamiento.  
 
5.3.3. Perjuicio Irremediable 
 
En relación con el perjuicio irremediable la Corte en Sentencia T-1316 de 2001, ha 
señalado: 
 

(...) En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a suceder. Este 
exige un considerable grado de certeza y suficientes elementos fácticos que así 
lo demuestren, tomando en cuenta, además, la causa del daño. En segundo 
lugar, el perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento sobre 
un bien altamente significativo para la persona (moral o material), pero que sea 
susceptible de determinación jurídica. En tercer lugar, deben requerirse 
medidas urgentes para superar el daño, entendidas éstas desde una doble 
perspectiva: como una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, 
y como respuesta que armonice con las particularidades del caso. Por último, las 
medidas de protección deben ser impostergables, esto es, que respondan a 
criterios de oportunidad y eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño 
antijurídico irreparable. 
 

Por consiguiente, para que exista un perjuicio irremediable es necesario que este sea 
inminente, que las medidas para corregirlo sean urgentes, que el daño a su vez sea 
grave y su protección perentoria. 
 
5.3.4. Inmediatez  
 
La inmediatez es creada para que el amparo de los derechos fundamentales sea de 
manera rápida, inmediata y eficaz. Es así como, si se presenta demora en la 
presentación de la tutela, deberá ser improcedente, por ende, se debe acudir a los 
mecanismos ordinarios administrativos o de defensa judicial. La Corte Constitucional 
en Sentencia T- 792 de 2009, estableció: 
 

 (…) la jurisprudencia constitucional ha enfatizado en el hecho de que el mismo 
exige que la acción sea promovida de manera oportuna, esto es, dentro de un 
término razonable luego de la ocurrencia de los hechos que motivan la afectación 
o amenaza de los derechos. Esa relación de inmediatez entre la solicitud de 
amparo y el supuesto vulnerador de los derechos fundamentales, debe 
evaluarse, según ha dicho la Corte, en cada caso concreto, con plena 
observancia de los principios de razonabilidad y proporcionalidad. 
 

En ese sentido, la misma Corporación en Sentencia T-987 de 2008, indicó: 
 

El presupuesto de la inmediatez como requisito de procedibilidad de la tutela, 
debe ponderarse bajo el criterio del plazo razonable y oportuno, con esta 
exigencia se pretende evitar que este mecanismo de defensa judicial se emplee 
como herramienta que premie la desidia, negligencia o indiferencia de los 
actores, o se convierta en un factor de inseguridad jurídica. Tal condición está 
contemplada en el artículo 86 de la Carta Política como una de las características 
de la tutela, cuyo objeto es precisamente la protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales de toda persona, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados. En relación con el plazo razonable, esta 
Corte ha considerado que el mismo debe medirse según la urgencia manifiesta 
de proteger el derecho, es decir, según el presupuesto de inmediatez y según las 
circunstancias específicas de cada caso concreto. 
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Luego, para que proceda la acción de tutela, deberá establecerse el tiempo que dura 
el accionante en reclamar, pues tratándose de derechos fundamentales su exigencia 
debe ser inmediata. 
 
Conforme a los anteriores referentes normativos y jurisprudenciales se concluye que, 
la acción de tutela: i.) tiene un carácter subsidiario, ii.) debe será utilizada con el ánimo 
de evitar un perjuicio irremediable, donde se vean afectados derechos fundamentales, 
y iii.) procede cuando no existen otros medios de defensa judicial, pues de lo contrario 
dejaría de ser un mecanismo de defensa de derechos fundamentales y se convertiría 
en un recurso ordinario. 
 
Así las cosas, en el caso de tu estudio, es improcedente la acción de tutela debido a 
que existe una sentencia previa, en la que se tutelan los derechos constitucionales 
fundamentales invocados por el accionante y por tal razón el recurso ordinario 
pertinente para dar cumplimiento a lo amparado y exigido por el juez, es un incidente 
de desacato.  
 
5.4. Derecho Fundamental Presuntamente Vulnerado 

 
En este caso se aduce como transgredido el derecho fundamental de petición. 
 
5.5. Derecho Fundamental Norma y Jurisprudencia Aplicables 
 
5.5.1. Petición  
 
El artículo 23 de la Constitución Política, consagró el derecho de petición como el 
derecho constitucional fundamental que tienen las personas para presentar a la 
administración peticiones respetuosas que impliquen un interés particular o público; 
de igual manera se establece que el peticionario tiene derecho a que la respuesta sea 
adecuada, efectiva y oportuna. 
 
Al respecto la Constitución Política, establece: “ARTICULO 23. Toda persona tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 
ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.” 
 
Es así como, los órganos de la administración están obligados a dar oportuna 
respuesta, no permitiéndose la dilación en perjuicio del solicitante, pues el término 
para contestar debe ser razonado, y está determinado por los factores inherentes a 
la entidad; esta razonabilidad hace precisión al tiempo exigido para el procesamiento 
de la petición junto con las demás condiciones externas y materiales de la oficina a la 
que concierne resolver, por lo anterior, el único facultado para establecer un término 
superior es el mismo legislador, por consiguiente la administración misma no puede 
abrogarse términos superiores para dar contestación a las peticiones que se le 
presenten si éstos no están expresamente permitidos por la ley. 
 
Por lo tanto, las entidades vulneran el núcleo esencial del derecho de petición cuando 
fijan plazos desproporcionados que finalmente se constituyen en dilaciones 
injustificadas para dar cumplimiento a la obligación de dar respuesta.  
 
La Corte Constitucional en sentencia T-463 de 9 de julio de 2011, resaltó sobre el 
derecho de petición, lo siguiente:  

 
Así, esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa 
cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, 
emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) 
de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o 
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desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la 
petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al solicitante. 
 
Si emitida la respuesta por el requerido, falla alguno de los tres presupuestos 
finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el 
derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado: 
 
“… el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna a la 
petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características 
deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. 
Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre 
un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye 
que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre 
información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la 
respuesta dada. 
 
El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona 
que elevó la solicitud conoce su respuesta. Se hace necesario reiterar que no se 
considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, 
puesto que no es él el titular del derecho fundamental2.  

 
6.  Protección Especial a la Población Victima de Desplazamiento Forzado 
 
En el ámbito nacional e internacional, el Desplazamiento Forzado, ha sido un tema 
ampliamente desarrollado, por las graves implicaciones que este conlleva, entre las 
que se encuentran la transgresión a múltiples derechos fundamentales, la ruptura del 
arraigo y el tejido social.  En este sentido, la Corte Constitucional se ha referido y 
afirmado la Especial Protección a la Población Víctima de Desplazamiento Forzado, 
en sentencia T-239 de 2013, en los siguientes términos:  

 
La especial protección constitucional que la jurisprudencia de la Corte ha 
otorgado a la población desplazada no es más que la materialización de las 
diferentes garantías constitucionales que tienen como fin la protección de 
la persona humana, que se armoniza con el deber que recae en todas las 
autoridades del Estado de emprender acciones afirmativas a favor de la 
población que se encuentra en circunstancia de debilidad manifiesta. Así 
entonces, debido a la situación de vulnerabilidad en que se encuentra esta 
población, en sentencia T-025 de 2004 la Corte declaró un estado de cosas 
inconstitucional. La jurisprudencia ha considerado que el concepto de 
“desplazado” debe ser entendido desde una perspectiva amplia toda vez que por 
la complejidad y las particularidades concretas del conflicto armado existente en 
Colombia, no es posible establecer unas circunstancias fácticas únicas o 
parámetros cerrados o definitivos que permitan configurar una situación de 
desplazamiento forzado por tratarse de una situación cambiante. Por lo tanto, 
en aquellos eventos en los que se presente duda resulta aplicable el 
principio pro homine. De otra parte, debido a los numerosos derechos 
constitucionales afectados por el desplazamiento y en consideración a las 
especiales circunstancias de debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la 
que se encuentran los desplazados, la jurisprudencia constitucional les ha 
reconocido, con fundamento en el artículo 13 constitucional, el derecho a 
recibir de manera urgente un trato preferente por parte del Estado, el cual 
se caracteriza por la prontitud en la atención de sus necesidades, puesto 
que “de otra manera se estaría permitiendo que la vulneración de derechos 
fundamentales se perpetuara, y en muchas situaciones, se agravara.” La 
jurisprudencia constitucional ha sostenido también que este deber estatal 

                                                 
2 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-463 de 2011. 
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además de encontrar soporte en el artículo 13 de la Carta, tiene su fundamento 
último en la imposibilidad del Estado para cumplir con la obligación básica de 
preservar las condiciones mínimas de orden público necesarias para prevenir el 
desplazamiento forzado de personas y garantizar la seguridad de todos sus 
asociados. 3Negrilla Fuera de Texto 
 

Por lo tanto, las circunstancias de debilidad, vulnerabilidad e indefensión en la que 
se encuentran las personas víctimas de desplazamiento forzado, los hace sujetos 
de especial protección constitucional. 
 
7.    Atención Humanitaria a Las Víctimas de Desplazamiento Forzado 

 
Por su parte, la Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan 
otras disposiciones, en su artículo 62, y los Decretos 4800 de 2011 y 1084 de 2015, 
que reglamentan la ley en mención, hacen referencia a los métodos de atención 
humanitaria a la población víctima de desplazamiento forzado y la suspensión de la 
misma, en los siguientes términos:  
 

ARTÍCULO    2.2.6.5.2.1. Atención humanitaria inmediata. La entidad territorial 
receptora de la población víctima de desplazamiento, debe garantizar los 
componentes de alimentación, artículos de aseo, manejo de abastecimientos, 
utensilios de cocina y alojamiento transitorio, mientras se realiza el trámite de 
inscripción en el Registro Único de Víctimas. 
 
Adicionalmente, en las ciudades y municipios que presenten altos índices de 
recepción de población víctima del desplazamiento forzado, las entidades 
territoriales deben implementar una estrategia masiva de alimentación y 
alojamiento que garantice el acceso de la población a estos componentes, según 
la vulnerabilidad derivada del desplazamiento forzado. Esta estrategia debe 
contemplar, como mínimo, los siguientes mecanismos: 

 
1. Asistencia Alimentaria: alimentación en especie, auxilios monetarios, medios 
canjeables restringidos o estrategias de comida servida garantizando los 
mínimos nutricionales de la totalidad de los miembros del hogar. 
 
2. Alojamiento Digno: auxilios monetarios, convenios de alojamiento con 
particulares o construcción de modalidades de alojamiento temporal con los 
mínimos de habitabilidad y seguridad integral requeridos.  
 
ARTÍCULO    2.2.6.5.2.2. Atención humanitaria de emergencia. La Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a Víctimas, ya sea 
directamente o a través de convenios que con ocasión a la entrega de estos 
componentes se establezcan con organismos nacionales e internacionales, 
brindará los componentes de alimentación, artículos de aseo, manejo de 
abastecimientos, utensilios de cocina y alojamiento transitorio a la población 
incluida en el Registro Único de Víctimas, cuyo hecho victimizante haya ocurrido 
dentro del año previo a la declaración. 
 
ARTÍCULO    2.2.6.5.2.3. Atención humanitaria de transición. La ayuda 
humanitaria de transición se brinda a la población víctima de desplazamiento 
incluida en el Registro Único de Víctimas, cuyo desplazamiento haya ocurrido en 
un término superior a un año contado a partir de la declaración y que, previo 
análisis de vulnerabilidad, evidencie la persistencia de carencias en los 
componentes de alimentación y alojamiento como consecuencia del 

                                                 
3 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-239 de 2013. 
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desplazamiento forzado. Esta ayuda cubre los componentes de alimentación, 
artículos de aseo y alojamiento temporal. 
 
(…)  
 
ARTÍCULO    2.2.6.5.5.5. Superación de la situación de vulnerabilidad 
derivada del desplazamiento forzado. Se entenderá que una persona víctima 
del desplazamiento forzado ha superado la situación de vulnerabilidad originada 
en dicho hecho victimizante cuando se ha estabilizado socioeconómicamente. 
Para ello se tendrá en cuenta la medición de los derechos a la identificación, 
salud (incluye atención psicosocial), educación, alimentación, generación de 
ingresos (con acceso a tierras cuando sea aplicable), vivienda y reunificación 
familiar, según los criterios del índice global de restablecimiento social y 
económico, sea que lo haya hecho con la intervención del Estado o por sus 
propios medios. 
PARÁGRAFO    1. Se podrá declarar que una persona víctima del 
desplazamiento forzado ha superado la situación de vulnerabilidad, aún en los 
casos en que no haya tomado la decisión de retornar o reubicarse en el lugar 
donde reside actualmente. 
PARÁGRAFO    2. La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas establecerá la ruta de acompañamiento por una sola vez en el retorno 
y reubicación para las víctimas que han superado la situación de vulnerabilidad, 
y decidan posteriormente retornar al lugar de expulsión o reubicarse en un tercer 
lugar del país. 
PARÁGRAFO    3. Para los casos en que no se presenten situaciones 
favorables de seguridad, no podrá declararse la superación de la situación de 
vulnerabilidad. 
ARTÍCULO    2.2.6.5.5.8. De los efectos de la evaluación de la superación de 
la situación de vulnerabilidad. Valorada la situación de vulnerabilidad y 
declarada la superación de la misma, la persona víctima del desplazamiento 
forzado no pierde la condición de víctima, permanecerá en el Registro Único de 
Víctimas - RUV y será priorizada en el acceso a las medidas de reparación 
integral a que haya lugar y que se encuentren pendientes. 
La declaración de la superación de la situación de vulnerabilidad se especificará 
en el Registro Único de Víctimas - RUV, sin que esto implique cambios en el 
estado de inclusión en el mismo. 
Los resultados de la evaluación de la superación de la situación de vulnerabilidad 
serán tenidos en cuenta para ajustar y flexibilizar la oferta estatal, en procura de 
contribuir a que todas las víctimas del desplazamiento forzado superen dicha 
situación.  
(…) 
ARTÍCULO    2.2.6.5.5.10. Suspensión definitiva de la atención 
humanitaria. La entrega de los componentes de la atención humanitaria se 
suspenderá de manera definitiva en cualquiera de los siguientes casos: 
1. Hogares cuyos miembros no presentan carencias en los componentes de 
alojamiento temporal y alimentación de la subsistencia mínima. 
2. Hogares cuyos miembros cuentan con fuentes de ingreso y/o capacidades 
para generar ingresos que cubran, como mínimo, los componentes de 
alojamiento temporal y alimentación. 
3. Hogares cuyas carencias en los componentes de la subsistencia mínima no 
guarden una relación de causalidad directa con el hecho del desplazamiento 
forzado y obedezcan a otro tipo de circunstancias o factores sobrevinientes. 
4. Hogares que hayan superado la situación de vulnerabilidad en los términos del 
artículo 2.2.6.5.5.5. del presente Decreto. 
5. Hogares cuyo desplazamiento haya ocurrido con una anterioridad igual o 
superior a diez (10) años, con respecto a la fecha de solicitud y que a la luz de la 
evaluación de su situación actual practicada por la Unidad para la Atención y 



Juzgado Cincuenta y Cinco (55) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá 
Sección Segunda 

Expediente: 11001-33-42-055-2022-00205-00 
ACCIÓN DE TUTELA 

 

Página 10 de 14 

 

Reparación Integral a las Víctimas, no se encuentren en la situación de extrema 
urgencia y vulnerabilidad a que se refiere el artículo 2.2.6.5.4.8 del presente 
Decreto. 
6. Hogares que manifiesten de manera voluntaria, libre, espontánea y consciente 
a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, que consideran 
que no presentan carencias en subsistencia mínima, sin perjuicio de que dicha 
entidad realice la verificación respectiva con las herramientas pertinentes. 
ARTÍCULO    2.2.6.5.5.11. De los actos administrativos de entrega o 
suspensión definitiva de la atención humanitaria y de la declaración de 
superación de la situación de vulnerabilidad. La Unidad para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas proferirá actos administrativos, con la 
motivación fáctica y jurídica de entrega o suspensión definitiva de la atención 
humanitaria y de declaración de superación de la situación de vulnerabilidad a 
los hogares y personas víctimas del desplazamiento forzado incluidos en el 
Registro Único de Víctimas (RUV), con base en el resultado de identificación de 
carencias en la atención humanitaria y/o de evaluación de superación de la 
situación de vulnerabilidad establecidas en este Capítulo. 
Estos actos administrativos deberán notificarse a través de los medios previstos 
en la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, y contra los mismos procederán los recursos de 
reposición y apelación, que deberán interponerse dentro del término del mes 
siguiente a la notificación de la decisión. 

 
En este sentido, la Corte Constitucional, ha desarrollado el tema ampliamente, como 
en sentencia T- 142 de 2017, en la cual refiere las características de la atención 
humanitaria, así como las clases de prorroga y sus condiciones, en los siguientes 
términos: 

 
5.1 Naturaleza y características de la ayuda humanitaria[40]. En sentencia T-062 
de 2015[41] la Corte señaló que uno de los principales problemas que tienen las 
víctimas del desplazamiento forzado es la incapacidad de generar ingresos para 
proveer su propio sostenimiento, pues una vez salen de su lugar de origen son 
sometidas a condiciones infrahumanas, hacinadas en zonas marginadas de las 
ciudades intermedias o capitales, donde la insatisfacción de las necesidades 
básicas es habitual y su arribo influye decididamente en el empeoramiento de las 
condiciones generales de vida de la comunidad allí asentada: alojamiento, 
salubridad, abastecimiento de alimentos y agua potable, entre otros[42].  
 
5.2 Así, una vez ocurren los hechos que generan el desplazamiento forzado se 
origina el deber del Estado de brindar ayuda humanitaria a la población víctima 
del flagelo dada su estrecha conexión con el derecho a la subsistencia mínima y 
el derecho fundamental al mínimo vital[43]. Tales derechos, deben ser satisfechos 
en cualquier circunstancia por las autoridades competentes, puesto que en ello 
se juega la subsistencia digna de las personas que se hallan en esta situación. 
Por lo tanto, la ayuda humanitaria tiene como finalidad asistir, proteger y 
auxiliar a la población desplazada para superar la situación de 
vulnerabilidad en la que se encuentra. 
 
5.3 En cuanto a las características que debe contener la atención humanitaria 
esta Corporación ha identificado las siguientes: (i) protege la subsistencia 
mínima de la población desplazada[44]; (ii) es considerada un derecho 
fundamental[45]; (iii) es temporal; (iv) es integral[46]; (v) tiene que reconocerse y 
entregarse de manera adecuada y oportuna, atendiendo la situación de 
emergencia y las condiciones de vulnerabilidad de la población desplazada[47]; 
y (vi) tiene que garantizarse sin perjuicio de las restricciones presupuestales.[48]  
 
(...) 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn40
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn41
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn42
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn43
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn44
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn45
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn46
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn47
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn48
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5.5 Prórroga de la ayuda humanitaria. Con relación al carácter temporal de la 
ayuda humanitaria, la Corte en sentencia C-278 de 2007[57], al realizar el control 
de constitucionalidad del artículo 15 de la Ley 387 de 1997[58], indicó que esta 
no puede estar sujeta a un plazo fijo inexorable, pues aunque es 
conveniente tener una referencia temporal, la ayuda debe ser flexible y 
estar condicionada a que se supere la situación de vulnerabilidad. En igual 
sentido, esta Corporación se ha pronunciado en sede de tutela sobre la 
necesidad de que la entrega de la ayuda humanitaria no se interrumpa sino hasta 
cuando el afectado se encuentre en condiciones materiales para asumir su propia 
manutención[59]. 

 
Conforme lo expuesto, no existe un plazo máximo para el otorgamiento de la 
ayuda humanitaria, y la misma puede prorrogarse y extenderse en el tiempo para 
aquellas víctimas que: (i) se encuentren en una situación de especial 
vulnerabilidad o urgencia extraordinaria; (ii) no estén en condiciones de asumir 
por sí mismos su sostenimiento a través de un proyecto de estabilización o 
restablecimiento socioeconómico; y (iii) sean sujetos de protección 
constitucional reforzada o protección con enfoque diferencial como los niños, 
niñas y adolescentes, personas de la tercera edad, mujeres cabeza de 
familia. Los requisitos para determinar si es procedente la prórroga de la ayuda 
humanitaria no dependerán del transcurso de un tiempo dado, sino de la 
evaluación que se efectúe en cada caso, teniendo en cuenta las necesidades y 
las condiciones personales de los afectados. 
 
5.6 Por otra parte, de acuerdo con el desarrollo de la jurisprudencia 
constitucional, la prórroga varía según la etapa de atención humanitaria en la que 
se encuentre el beneficiario, por lo cual puede ser de orden general o 
automática. (i) La prórroga general es aquella que debe ser solicitada por 
cualquier persona desplazada, la cual se encuentra sujeta a una valoración 
realizada previamente por la entidad competente sobre las circunstancias de 
vulnerabilidad del posible beneficiario, con el propósito de determinar si es o no 
procedente su otorgamiento. (ii) La prórroga automática opera en casos en los 
cuales por circunstancias de debilidad manifiesta, como por ejemplo que se 
encuentren en riesgo derechos de una persona en condición de discapacidad, 
debe otorgarse nuevamente la atención de forma inmediata. Debe entregarse 
de manera integral, completa e ininterrumpida, sin necesidad de programar o 
realizar visitas de verificación y asumiendo que se trata de personas en situación 
de vulnerabilidad extrema lo que justifica el otorgamiento de la prórroga, hasta el 
momento en que las autoridades comprueben que se han logrado condiciones 
de  autosuficiencia integral y de dignidad, momento en el cual podrá procederse 
mediante decisión motivada, a la suspensión de la prórroga[60].4 Negrillas y 
subrayas fuera de texto 
 

En conclusión, la asistencia humanitaria, es otorgada a personas en condición de 
desplazamiento, vulnerabilidad y debilidad manifiesta, con el fin de garantizar su 
subsistencia mínima en condiciones dignas, con el fin del restablecer efectivamente 
sus derechos constitucionales, como sujetos de especial protección. 
 
8.    Hecho Superado 

 
Sobre el particular la Corte Constitucional mediante la Sentencia SU-540 de 2007, 
señaló: 

 
… si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar 
de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo 

                                                 
4 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-142 de 2017. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn57
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn58
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn59
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2017/T-142-17.htm#_ftn60
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requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque 
desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos 
constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo 
pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el 
fallo, con lo cual “la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío. ” 
Negrillas fuera de texto 

 
Caso Concreto  
 
Pretende la tutelante que, a través de la acción de tutela se ordene a la Unidad para 
la Atención y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, dar respuesta de forma y 
fondo, a la solicitud radicada ante la entidad de 22 de febrero de 2022, en donde pide 
que se le notifique la resolución mediante la cual se resuelve de fondo solicitud de 
indemnización administrativa por el hecho victimizante de desplazamiento forzado. 
 
Frente a lo anterior, la UARIV, respondió con radicado N°. 202272013962271 de 3 de 
junio de 2022; donde precisó que mediante la Resolución N°. 04102019-173697 de 
26 de diciembre de 2019, se le reconoce el derecho a recibir la indemnización 
administrativa, una vez cumplidos los requisitos contenidos en la fase de solicitud; 
también advirtió que, respecto a la aplicación del método técnico de priorización, la 
accionante no fue incluida, por cuanto no acreditó situación de urgencia manifiesta o 
extrema vulnerabilidad de las establecidas en el artículo 4 de la Resolución N°. 1049 
de 2019 y 1 de la Resolución N°. 582 de 2021. 
 
De otro lado, en el oficio con radicado N°. 202272013962271 de 3 de junio de 2022, 
mediante el cual da respuesta a la petición de 22 de febrero de 2022, se indicó:  
 

“…Lo anterior teniendo en cuenta que para la fecha del reconocimiento de su 
indemnización no se acreditó una de las situaciones descritas como de urgencia 
manifiesta o extrema vulnerabilidad para priorizar la entrega.  
 
En ese orden de ideas, la Unidad para las Víctimas aplicó el Método Técnico de 
Priorización con el propósito de determinar el orden de entrega de la 
indemnización a las víctimas de manera proporcional a los recursos 
presupuestales asignados en el año 2021. Así las cosas, conforme el resultado 
obtenido se concluye que NO es procedente materializar la entrega de la medida 
de indemnización reconocida a lo(s) integrante(s) relacionado(s) en la solicitud, 
por el hecho victimizante de desplazamiento forzado. 
 
(…) 
 
Teniendo en cuenta que en el presente caso no fue posible realizar la entrega de 
la medida de indemnización en la vigencia 2021, la Unidad para las Víctimas 
procederá a aplicar nuevamente el Método Técnico de Priorización el 31 de julio 
de 2022, aclarando que, en ningún caso, el resultado obtenido en una vigencia 
será acumulado para la siguiente. 
 
No obstante, es oportuno resaltar que, si se llegase a contar con una de las 
situaciones de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad contenidos en el 
artículo 4 de la Resolución 1049 de 2019 o primero de la Resolución 582 de 2021, 
podrá adjuntar en cualquier tiempo, la certificación y los soportes necesarios para 
priorizar la entrega de la medida. 
 
Anexos:  
 
- Oficio de resultado del método técnico de priorización, en cuatro (4) folios. 
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- Resolución Nº. 04102019-173697 - del 26 de diciembre de 2019, en siete (7) 
folios. 
 
 - Notificación electrónica N° 04102019-173697 de 2019, en un (1) folios. 
 (…)” 
 

Conforme a lo anterior, para esta instancia es claro:  
 
La petición elevada por la accionante de 22 de febrero de 2022, fue satisfecha de 
fondo, por cuanto efectivamente se dio respuesta, a través del oficio con radicado N°. 
202272013962271 de 3 de junio de 2022, y se envió al correo electrónico 
lilianalosada018@gmail.com, la cual la tutelante señaló en la petición y en el escrito 
de tutela; como se evidencia de la captura de pantalla del correo y memorando de 
envió de correo electrónica planilla 001-32725, de la respuesta a través del oficio 
radicado N°. 202272013962271, a la señora Martha Liliana Chatez Losada, emitido 
por la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas - UARIV, en donde 
se encuentra el correo de la accionante arriba relacionado, igualmente, copia de la 
Resolución Nº. 04102019-173697 de 26 de diciembre de 2019, “Por medio de la cual 
se decide sobre el reconocimiento de la medida de indemnización administrativa a la 
que hacen referencia los artículos 132 de la Ley 1448 de 2011 y 2.2.7.3.1.y siguientes 
del Decreto Único Reglamentario 1084 de 2015”. 
 
En conclusión, al momento de proferirse este fallo, el derecho fundamental de 
petición, objeto de la demanda, ha sido resuelto de fondo y notificado al accionante, 
estando en curso o trámite ésta acción de tutela, por tanto, se dará aplicación al 
artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, en consecuencia, se negarán las pretensiones 
invocadas, al configurarse hecho superado, por cuanto no existe vulneración al 
derecho fundamental, debido a que el hecho que motivó la acción desapareció. 
 
En caso de no presentarse impugnación en contra del presente fallo, por la secretaría 
del juzgado, se enviará a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 
 
En mérito de expuesto, el Juzgado Cincuenta y Cinco (55) Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá, administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y por mandato de la ley, 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- DECLARAR carencia actual de objeto por hecho superado, frente a la 
solicitud de amparo presentada por la señora Martha Liliana Chatez Losada, 
identificada con cédula de ciudadanía N°. 36.115.618; de conformidad con lo 
expuesto en la parte motiva de esta sentencia.  
 
SEGUNDO.- Por la secretaría del juzgado, NOTIFICAR la presente decisión a las 
Partes, a la Agente del Ministerio Público Delegada ante este despacho judicial, y al 
Defensor del Pueblo; de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 30 del Decreto 2591 
de 1991 y 5 del Decreto 306 de 1992.  
 
TERCERO.- HACER SABER que en contra de la presente decisión, procede el 
recurso de impugnación para ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 
 
CUARTO.- En caso de no ser impugnado el presente fallo, por la secretaría del 
juzgado, ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión; de conformidad 
con lo establecido en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 
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QUINTO.- Una vez regrese el expediente de la Corte Constitucional, por la secretaría 
del juzgado, ARCHIVAR el expediente, luego de las anotaciones del caso en el 
Sistema Justicia XXI.  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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